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Llega “un poco tarde” y cuan-
do la Iglesia ya tiene el “traba-
jo hecho”. Así se refirió ayer el
cardenal Juan José Omella,
presidente de la Conferencia
Episcopal Española (CEE), a la
auditoría de abusos en el ámbi-
to religioso que los obispos en-
cargaron al bufete Cremades
&Calvo-Sotelo, y cuyos resulta-
dos tiene previsto entregar es-
te viernes a los prelados espa-
ñoles. “Habíamos quedado en
que lo haría en un año [el en-
cargo de la CEE fue en febrero
de 2022]. No pudo hacerlo y lo
entrega ahora. Pero, cuando lo
entrega, tenemos ya todo un
trabajo hecho, que es el traba-
jo del Defensor del Pueblo, y
en el que nosotros le dimos
también toda la información
[de las denuncias que habían
recibido las diócesis y órde-
nes]. Yo creo que ya está hecho
este trabajo”, afirmóayerOme-
lla durante un desayuno infor-
mativo organizado por Nueva
Economía Fórum.

“Vamos a esperar a ver qué
dice el informe, pero yo creo
que con todo lo que ha hecho
EL PAÍS, lo que ha hecho el
Defensor del Pueblo y lo que
ha hecho la Iglesia también en
sus oficinas, al final contare-
mos un número determinado
de abusos”, señaló el presiden-
te de la CEE, que explicó que,
más allá de las cifras, con una
sola víctima de abusos “ya ha-
bría merecido la pena todo el
trabajo que se ha hecho”. En la
mismamesa donde estaba sen-
tadoOmella antes de subir a la
tarima para su intervención,
ocupaba un asiento a su dere-
cha el Defensor del Pueblo, Án-
gel Gabilondo.

Indemnizaciones
El presidente de los obispos es-
pañoles también explicó que
la Iglesia está inmersa en la
creación de un plan de repara-
ción integral de las víctimas de
abusos. Precisamente este era
uno de los puntos clave del en-
cargo de la CEE al bufete de
Cremades, recomendaciones
para indemnizar a los afecta-
dos. La jerarquía eclesiástica
no ha esperado a leer el infor-
medel despacho para dar a co-
nocer sus propuestas sobre es-
te asunto y ya ha diseñado una
hoja de ruta propia.

“Uno de los temas es escu-
char, acompañar y reparar. Y
que la reparación sea integral,
también económica. Y en esto
nos hemos comprometido. Pe-
ro nosotros señalamos lo si-
guiente: en los casos que tie-
nen ya un recorrido judicial,
sea civil o canónico, o penal, la
indemnización la establecerán
los tribunales. Si no hay reco-
rrido judicial, por prescrip-
cióno por fallecimiento del vic-
timario, tiene que existir la cer-
teza moral de que los hechos
han tenido lugar” puntualizó.

En marzo, el Congreso de los
Diputados aprobó la nueva Ley
Orgánica del Sistema Universita-
rio (LOSU), y desde entonces se
discute quién tiene que pagar su
puesta en marcha. En la actuali-
dad, el gasto público en universi-
dades está altamente descentra-
lizado —el 87,7% de la partida
presupuestaria sale de las arcas
de las comunidades autóno-
mas—, y el Gobierno central con-
fía en que estas se impliquen en
la aplicación de la norma, pero
el interés político es muy dispar.
Quizás por eso, la conferencia
de rectores (CRUE), preocupada
ante la posibilidad de no recibir
un euro más del Estado, ha emi-
tido un estudio, Financiación pú-
blica en la Ley Orgánica del Siste-
maUniversitario: Objetivos—pre-
sentado este ayer en Madrid—,
en el que tira de las orejas al
Gobierno central: “No debería
esperar que el esfuerzo presu-
puestariomayoritario para cum-
plir el objetivo del 1% PIB de gas-
to público universitario proce-
diera del ámbito de los gobier-
nos regionales, sino que, asu-
miendo la responsabilidad de su
iniciativa, la mayor parte del es-
fuerzo corriera a cargo de la pro-
pia hacienda estatal”, explica la
CRUE.

A juicio de la CRUE, lamemo-
ria económica de la LOSU —que
entra en vigor el curso que vie-
ne— no recoge realmente el im-
pacto económico de sus medi-
das hasta 2030 y propone que se
incluya en los Presupuestos Ge-
nerales del Estado. Según los
cálculos de la conferencia de rec-
tores, limitar las horas de docen-
cia de los profesores asociados
(120), permanentes (240) y ayu-
dantes (180) tendrá un coste pa-
ra sus arcas de 225 millones de
euros por forzar a nuevas con-
trataciones.

A este monto hay que sumar
una partida de 195 millones de
euros para aplicar una tasa de
reposición del 120% (por cada 10
profesores de plantilla que se ju-
bilan entran 12) con la que asu-
mir los costes de Seguridad So-
cial de estos 10.000 docentes,
que mientras están en ejercicio
paga el Estado, pues cotizan a
Muface. Y los rectores estiman
que terminar con la temporali-
dad (que no pase del 8%) costará
106 millones, mientras que me-
jorar la situación de los investi-
gadores —para atraer talento,
por ejemplo— supondrán otros
318millones. En total, 844millo-
nes que forzosamente deben de
abonarse para cumplir la nueva
norma.

La LOSU confía en que en
2030 se invierta el 1% del PIB
nacional (1.346.377 millones, en
2022) en universidades, cuando
ahora el gasto se sitúa en un va-
lor muy próximo al 0,76%. Es de-
cir, aumentar ese 0,24% del PIB
equivaldría a una aportación de
recursos adicionales de 3.180mi-
llones de euros corrientes de
2022: un 80% por parte del Esta-
do y un 20% de los gobiernos
autonómicos. El texto no desglo-
sa cómo invertir ese 1% del PIB,
pero los rectores consideran
que debería gastarse unos 950
millones más en becas y ayudas
al estudio para acercarse a la
media europea y otros 1.300 en
cerrar el desequilibrio económi-

co interregional, para que no ha-
ya universidades de primera y
segunda. “Habría que aumentar
hasta los 5.000 millones de eu-
ros el presupuesto para llegar a
la media de la OCDE”, compara
José Antonio Pérez, economista
y profesor de la Universidad Poli-
técnica de Valencia, autor del in-
forme presentado ayer junto a
Juan Hernández Armenteros,
profesor de Economía Aplicada
de la Universidad de Jaén.

Legislar y pagar
“¿Estamos ante un nuevo ejem-
plo en el que el Gobierno central
legisla y las comunidades pa-
gan? (Ley de dependencia, asis-
tencia sanitaria a desplazados,
etcétera)”, se plantean los recto-
res en su documento de análisis.
En el gasto por estudiante ac-
tual hay diferencias de hasta 57
puntos porcentuales entre regio-
nes y ello, remarca la conferen-
cia de rectores, refleja que
“cuando el Estado gestionaba
las competencias universitarias
no aplicaba a la provisión de es-
te servicio público un principio
de equidad (asignar los recursos
por igual, en cantidad y calidad,
para atender las necesidades de
los usuarios de los servicios pú-
blicos, independientemente de
su territorio de residencia)”, y
esa asimetría en la inversión
por alumno se reflejó en el tras-
paso de las competencias entre
1985 (Cataluña) y 1996 (Balea-
res).

Ahora, para ofrecer la misma
calidad que una región rica, la
desfavorecida se ve forzada a ha-
cer un gran esfuerzo financiero.
Las diferencias de renta per cá-
pita entre regiones son de hasta
el 80% —la brecha entre Madrid
y Extremadura— y, basándose
en esta cifra, los rectores aler-
tan: “Si, como propone la memo-
ria de la LOSU, el objetivo de la
mejora de suficiencia se trasla-
da a cada comunidad autónoma
y se asigna en función de lamag-
nitud del 1% del PIB regional, da-
rá como resultado diferencias
de financiación por estudiante
de más del 80%”. Es decir, “se
rompería el principio de equi-
dad, cuando el servicio público
tiene que ser homologable entre
todos los territorios”, recuerda
Pérez. Hernández Armenteros,
por su parte, precisa en su expli-
cación que los gobiernos autonó-
micos deberían de “comprome-
terse” por su parte a hacer un
esfuerzo inversor.

Las universidades acaban de
recuperar el nivel de financia-
ción de 2009. Los rectores ala-
ban el esfuerzo que han hecho
las comunidades en invertir en
universidades, pues entre 1996 y
2020 este gasto pasó de repre-
sentar el 0,36% del Producto In-
terior Bruto a un 0,68%, es decir,
un incremento del 88% de la in-
versión real. Y eso que los recur-
sos no financieros del sector pú-
blico autonómico han registra-
do una variación real del 11%,
pasando del 13,4% del PIB en
2003, al 14,9% en 2019 (año pre-
pandémico).

Desde el Ministerio de Cien-
cia, Innovación y Universidades
informan de que valorarán el in-
forme de la conferencia de recto-
res cuando lo conozcan. Por lo
pronto, los propios rectores pi-
dieron ayer una entrevista a la
ministra Diana Morant.

Los obispos
restan valor
al informe
de Cremades:
“Llega tarde”

Las universidades piden más
financiación para compensar
la desigualdad autonómica
Los rectores sostienen que necesitan 844 millones para aplicar
la LOSU y que deberían salir de los Presupuestos Generales

El 88% de los
fondos procede
de las arcas de
las comunidades

Según los rectores,
limitar las horas
de docencia costará
225 millones

JULIO NÚÑEZ, Madrid

ELISA SILIÓ, Madrid

Una mujer cruzaba frente a la facultad de Medicina de la Universidad de Barcelona en octubre. / M. MINOCRI
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